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kilómetros de costa exterior bañados 
por el Mar Mediterráneo a los 73 kiló-
metros de costa interior que confi guran 
el Mar Menor, se ha convertido en los 
últimos años, como señala la Memoria 
de la Dirección General de Transportes 
y Puertos sobre la motivación técnica 
y jurídica del Anteproyecto de Ley de 
Transporte Marítimo de Pasajeros de 
la Región de Murcia, en un paraje de-
mandado por los amantes de deportes 
náuticos, actividades subacuáticas y 
lúdico-turísticas.

Con fecha 19 de julio de 2006 tuvo 
entrada en este Consejo el escrito del 
Excmo. Sr. Consejero de Obras Públicas, 
Vivienda y Transportes por el que solicita, 
a los efectos previstos en los artículos 5 
a) de la Ley 3/1993, de 16 de junio, y 
11.1 a) del Reglamento de Organización 
y Funcionamiento de este Organismo, la 
emisión de Dictamen sobre el “Antepro-
yecto de Ley de Transporte Marítimo de 
Pasajeros de la Región de Murcia”.

La Región de Murcia, con casi 250 
kilómetros de costa, sumando los 176 

D i c t a m e n

I. ANTECEDENTES

DICTAMEN SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE TRANSPORTE MARÍTIMO 
DE PASAJEROS DE LA REGIÓN DE MURCIA

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 
16 de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y 
Funcionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de 
Murcia, en su sesión celebrada el día 21 de septiembre de 2006, acuerda aprobar por 
unanimidad el siguiente
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Por otra parte, el artículo 10.Uno.4 
del Estatuto de Autonomía de la Región 
de Murcia atribuye a la Comunidad Au-
tónoma la competencia exclusiva en ma-
teria de transporte marítimo entre puertos 
o puntos de la Comunidad Autónoma, sin 
conexión con otros puertos o puntos de 
otros ámbitos territoriales.

Por Real Decreto 1597/1999, de 
15 de octubre se traspasaron a la Co-
munidad Autónoma de la Región de 
Murcia las funciones y servicios de la 
Administración del Estado en materia 
de transporte marítimo. El artículo 1 del 
Decreto 159/1999, de16 de diciembre, 
sobre asunción de funciones y servi-
cios traspasados de la Administración 

del Estado a la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia en materia de 
transporte marítimo, determina que las 
competencias asumidas serán ejercidas 
con efectos de 1 de enero de 2000.

Hasta la fecha no se ha dictado en 
nuestra Comunidad Autónoma normativa 
legal para la regulación de estas com-
petencias. El Anteproyecto de Ley de 
Transporte Marítimo de Pasajeros de 
la Región de Murcia articula el ejercicio 
de las competencias estatutarias en rela-
ción con el transporte marítimo de pasa-
jeros que se realice íntegramente entres 
puertos, instalaciones portuarias y lugares 
del dominio público marítimo terrestre en 
el litoral de la Región de Murcia.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO

Región de Murcia posee un total de 176 
kilómetros de costa, a los que se deben 
sumar los 73 kilómetros de costa interior 
que conforman el Mar Menor.

Por otra parte, continúa la Exposi-
ción de Motivos, la costa murciana se ha 
convertido en un paraje ideal para la prác-
tica de los deportes náuticos, actividades 
subacuáticas, así como lúdico-turísticas 
lo que conlleva la necesidad de regular 
las cada vez más importantes necesidades 
de transporte marítimo en nuestra Región. 
Por último, este apartado fi naliza hacien-
do referencia al contenido y estructura del 
Anteproyecto de Ley.

El Capítulo I, Disposiciones Gene-
rales, engloba los artículos 1 a 3.

El Anteproyecto de Ley de Trans-
porte Marítimo de Pasajeros de la 
Región de Murcia consta de una Ex-
posición de Motivos, 29 artículos
estructurados en siete capítulos, una 
Disposición Transitoria y tres disposi-
ciones fi nales.

La Exposición de Motivos resalta 
que el artículo 10.Uno.4 del Estatuto de 
Autonomía de la Región de Murcia reco-
noce la competencia exclusiva en materia 
de transporte marítimo entre puertos o 
puntos de la Comunidad Autónoma, sin 
conexión con puertos o puntos de otros 
ámbitos territoriales y que hasta la fecha 
no se ha aprobado ninguna normativa 
en la materia. Asimismo señala que la 
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El artículo 1 establece como objeto 
de la Ley la regulación del transporte 
marítimo de pasajeros que transcurra 
íntegramente dentro del territorio de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia en embarcaciones que dispon-
gan de medios mecánicos de propulsión, 
debidamente autorizadas, mediante retri-
bución, y con independencia del carácter 
directo o indirecto de la contraprestación 
económica, incluyendo en el objeto cual-
quier actividad comercial que suponga 
el traslado de personas en este tipo de 
embarcaciones.

El artículo 2 delimita el ámbito de 
aplicación de la norma a los traslados de 
pasajeros que se realicen íntegramente 
entre puertos, instalaciones portuarias y 
lugares del dominio público marítimo te-
rrestre dentro del litoral de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

El artículo 3 clasifi ca los transportes 
marítimos de pasajeros en regulares, que 
son los que se efectúan dentro de los iti-
nerarios preestablecidos, y con sujeción a 
calendarios y horarios preestablecidos y 
discrecionales, que son los que se llevan 
a cabo sin sujeción a itinerario, calenda-
rio ni horario prefi jado.

El Capítulo II, Derechos y Obli-
gaciones de los Usuarios, contiene los 
artículos 4 y 5.

El artículo 4 establece como de-
rechos de los usuarios de los servicios 
de transporte marítimo de pasajeros los 
siguientes:

a) Acceder en condiciones no discrimi-
natorias a la prestación de los servi-
cios.

b) Ser informado de los itinerarios, 
precios y demás condiciones de la 
prestación del servicio.

c) Formular reclamaciones.

d) Ser indemnizado por los daños oca-
sionados en el curso de la navegación 
o en las operaciones de embarque y 
desembarque.

El artículo 5 determina como obli-
gaciones de los usuarios:

a) Respetar y utilizar racional y adecua-
damente los medios materiales aplica-
dos a la prestación de los servicios.

b) No perturbar la seguridad de la nave-
gación.

c) Abonar los precios establecidos.

d) Someterse en todo lo relativo a la con-
servación del orden y policía a bordo 
a las disposiciones del capitán de la 
embarcación.

El Capítulo III, Autorizaciones, 
abarca los artículos 6 a 8.

El artículo 6 establece la obligato-
riedad de la obtención de autorización 
administrativa para la actividad de trans-
porte marítimo de viajeros.

El artículo 7 dispone que podrán ser 
titulares de autorizaciones las personas 
físicas y jurídicas que cumplan con los 
requisitos exigidos en la presente Ley.

El artículo 8 declara que el transpor-
te marítimo de pasajeros sólo se podrá 
llevar a cabo en embarcaciones que 
cumplan con la normativa española en 
todo lo referente a seguridad marítima, 
debiendo tener todos sus certifi cados en 
vigor.
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El Capítulo IV, Procedimiento, 
incluye los artículos 9 a 13.

El artículo 9 regula la documenta-
ción que deben acompañar a la solicitud 
quienes soliciten autorización para el 
ejercicio de la actividad de transporte 
marítimo de pasajeros, entre la que se 
encuentra, aparte la relativa a la identifi -
cación del solicitante y al cumplimiento 
de las obligaciones fi scales y de seguridad 
social, la acreditación de la disponibi-
lidad de la embarcación; la memoria 
descriptiva del transporte a realizar; el 
cumplimiento de los requisitos técnicos y 
de seguridad para la navegación, así como 
la carga máxima y el número de pasajeros 
autorizados certifi cados por el organismo 
competente; seguro de responsabilidad 
civil y precios a aplicar.

El artículo 10 determina que, con ca-
rácter previo a la autorización, se deberá 
solicitar informe de los siguientes orga-
nismos, al tiempo que se abre un período 
de información pública de 20 días:

a) Consejería competente en materia de 
Medio Ambiente.

b) Ayuntamientos en cuyo término se 
pretenda realizar la actividad.

c) En su caso, organismo o concesiona-
rio que gestione el dominio público 
portuario.

d) Órgano competente de la Administra-
ción del Estado en materia de navega-
ción.

e) Otros organismos que se estime con-
veniente.

Asimismo establece que dichos in-
formes deberán ser emitidos en un plazo 

de dos meses, entendiéndose favorables 
en caso de no ser evacuados en dicho 
plazo.

El artículo 11 atribuye al Director 
General competente en materia de trans-
portes la competencia para resolver las 
solicitudes, estableciendo un plazo de 
seis meses para la resolución, entendién-
dose denegada si este plazo transcurre 
sin que se dicte resolución expresa. El 
plazo de las autorizaciones será de tres 
años prorrogables por períodos iguales, 
salvo que sobre el titular haya recaído 
sanción fi rme en vía administrativa por 
la comisión de una falta muy grave.

El artículo 12 dispone que el pro-
cedimiento para las modifi caciones de 
las condiciones de prestación de los 
servicios será el mismo establecido para 
las autorizaciones. Asimismo determina 
que el cambio de titularidad que no 
afecte a las condiciones de prestación 
del servicio deberá ser solicitado por 
los interesados y requerirá informe de la 
Dirección General competente en materia 
de Transportes y posterior autorización 
que deberá otorgarse, en su caso, en el 
plazo de un mes.

El artículo 13 establece que la au-
torización, que se otorgará sin perjuicio 
de cualquier otra autorización, licencia, 
permiso o concesión que se precise según 
la normativa sectorial de aplicación, 
contendrá las siguientes menciones:

a) Titular.

b) Nombre, matrícula y pabellón de la 
embarcación.

c) Puerto base de operaciones.
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d) Número de pasajeros.

e) Plazo de validez.

f) Medidas necesarias para garantizar 
la protección de medio ambiente, en 
su caso.

El Capítulo V, Registro de Auto-
rizaciones, engloba los artículos 14 a 
17.

El artículo 14 crea el Registro de au-
torizaciones para el transporte marítimo 
de pasajeros en la Región de Murcia que 
tendrá carácter público y será gestionado 
por la Dirección General competente en 
materia de transportes.

El artículo 15 dispone que los 
asientos del Registro serán de alta, de 
modifi cación y de baja, estableciendo su 
contenido.

El artículo 16 establece el carácter 
gratuito de la inscripción de las anotacio-
nes y la competencia del Director general 
competente en materia de transportes para 
extender las certifi caciones de los datos extender las certifi caciones de los datos extender
inscritos.

El artículo 17 determina que la Con-
sejería competente en materia de trans-
portes facilitará a la Administración del 
Estado la información relativa al registro 
de autorizaciones de transporte marítimo 
de viajeros y otros datos estadísticos que 
puedan resultar de interés para ambas 
Administraciones.

El Capítulo VI, Inspección de los 
Servicios de Transporte, comprende los 
artículos 18 y 19.

El artículo 18 atribuye a la Direc-
ción General competente en materia de 
transportes la potestad de inspección y 

vigilancia de los servicios de transporte, 
determinando que los inspectores de-
signados tendrán, en el ejercicio de sus 
funciones, la consideración de agentes 
de la autoridad, pudiendo solicitar en 
caso necesario para una mayor efi cacia 
en su labor, el auxilio de los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad.

El artículo 19 dispone que la función 
inspectora se ejerce de ofi cio o median-
te denuncia formulada por organismo 
o persona interesada, estableciendo la 
obligación de que las empresas inspec-
cionadas y los capitanes o patrones de 
barco faciliten a los funcionarios de 
la Dirección General competente en 
materia de transportes el examen de la 
documentación que se les requiera y el 
acceso a las embarcaciones destinadas 
al transporte. Asimismo establece que 
las actas levantadas por los servicios de 
inspección tienen la naturaleza de do-
cumentos públicos y constituyen prueba 
de los hechos que motiven su formali-
zación, sin perjuicio de las pruebas que 
en defensa de sus respectivos derechos 
o intereses puedan señalar o aportar los 
propios administrados.

El Capítulo VII, Infracciones y San-
ciones, abarca los artículos 20 a 29.

El artículo 20 dispone que las infrac-
ciones en materia de transporte marítimo 
de viajeros se clasifi can en leves, graves 
y muy graves y comportan la imposición 
de sanciones a los responsables así como 
la obligación de resarcimiento por los 
daños y perjuicios causados a los bienes 
de la Administración.

El artículo 21 establece que la 
responsabilidad administrativa por las 
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infracciones cometidas en la prestación 
de los servicios de transporte marítimo 
corresponde:

a) Al titular de la autorización adminis-
trativa, si la infracción se cometió con 
ocasión de los servicios sujetos a la 
misma.

b) A la empresa naviera o al capitán de 
la embarcación cuando se trate de 
realizar actividades o prestar servi-
cios regulados en la presente Ley sin 
haber obtenido la preceptiva autori-
zación administrativa.

c) La Autoridad pública obligada a la 
ejecución de actos y acuerdos en 
materia de disciplina de transpor-
te marítimo de pasajeros, que no 
adopte los actos administrativos que 
procedan de acuerdo con la presente 
Ley.

El artículo 22 establece el carácter 
independiente de las sanciones que se 
impongan a los distintos sujetos por una 
misma infracción. Asimismo determina 
que en los supuestos en que se instruyera 
expediente sancionador por dos o más 
infracciones entre las que exista conexión 
de causa a efecto o cuando un mismo 
hecho implique dos o más infracciones, 
se impondrá una sola sanción, y será la 
correspondiente a la de mayor entidad 
y cuantía.

El artículo 23 contiene la enumera-
ción de las infracciones tipifi cadas como 
leves, atribuyendo residualmente esta 
condición a las acciones y omisiones 
que constituyan infracción del transporte 
marítimo de pasajeros que no pueda ser 
califi cada como muy grave y grave.

El artículo 24 incluye la relación 
de infracciones graves, califi cando como 
infracción grave la reincidencia en la 
comisión de infracciones leves.

El artículo 25 establece las infrac-
ciones tipificadas como muy graves, 
incluyendo entre ellas la reincidencia en 
la comisión de infracciones graves.

El artículo 26 dispone que la Di-
rección General competente en materia 
de transportes podrá adoptar, mediante 
resolución motivada, las medidas pro-
visionales que procedan con el fi n de 
asegurar la efi cacia de la resolución 
que pueda adoptarse, para preservar 
los intereses generales o para evitar 
el mantenimiento de los efectos de la 
infracción. Su incumplimiento deter-
minará la suspensión temporal de la 
actividad. En cualquier caso la comisión 
de las infracciones muy graves supone 
la inmovilización de la embarcación y 
la suspensión del servicio. Asimismo, 
dispone que la Administración puede 
adoptar las medidas necesarias a fi n 
y efecto de que los usuarios sufran las 
mínimas perturbaciones posibles.

El artículo 27 determina que las in-
fracciones leves se sancionarán con multa 
de hasta 6.000€, las graves con multa 
desde 6.001€ hasta 30.000€, y las muy 
graves con multa desde 30.001€ hasta 
60.000€ y la suspensión de la actividad o 
la revocación de la autorización. Se inclu-
yen en este precepto también los criterios 
para la graduación de las sanciones.

Asimismo establece que se considera 
reincidencia la comisión de mas de una 
infracción de la misma naturaleza en 
el plazo de un año, siempre que haya 
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recaído resolución fi rme en vía admi-
nistrativa.

El artículo 28 remite la regulación 
del procedimiento sancionador, en lo no 
previsto en el Anteproyecto de Ley, a lo 
dispuesto en la Ley 30/1992, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo 
Común y en el Real Decreto 1398/1993, 
de 4 de agosto, por el que se aprueba el 
Reglamento del Procedimiento para el 
ejercicio de la Potestad Sancionadora.

Atribuye al Director General com-
petente en materia de transportes la 
competencia para la resolución de los 
procedimientos por infracciones leves y 
graves y al Consejero competente en ma-
teria de transportes para las infracciones 
muy graves.

El artículo 29 establece que las in-
fracciones y sanciones prescribirán a los 
tres años en el caso de las muy graves; 

a los dos años las graves y al año las 
leves.

La Disposición Transitoria esta-
blece un plazo de seis meses para que 
las personas que presten servicios de 
transporte en el momento de la entrada 
en vigor de la presente Ley adecuen su 
actividad al nuevo régimen jurídico.

La Disposición Final Primera facul-
ta al Consejo de Gobierno para aprobar 
las disposiciones necesarias para el desa-
rrollo y aplicación de la presente Ley.

La Disposición Final Segunda
faculta al Consejo de Gobierno para 
actualizar, a propuesta del titular de la 
Consejería competente, las cuantías de 
las sanciones.

La Disposición Final Tercera esta-
blece la entrada en vigor de la Ley a los 
dos meses desde su publicación en el 
Boletín Ofi cial de la Región de Murcia.

III. OBSERVACIONES

marítimo de viajeros en el ámbito geográ-
fi co regional y contemple los diferentes 
intereses que se ven afectados por dicha 
actividad.

En efecto, a juicio del CESRM el 
transporte marítimo de pasajeros que 
discurre íntegramente entre puntos o 
puertos de la Comunidad Autónoma es 
una actividad que cobra cada día mayor 
importancia, sobre todo por su relación 
con las actividades deportivas y turísti-
cas en una Región con casi doscientos 

A) De carácter general

El Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia valora positivamente la 
elaboración del Anteproyecto de Ley de 
Transporte Marítimo de Pasajeros de 
la Región de Murcia porque el mismo 
supone el primer paso para la confi gu-
ración de un sistema normativo, en el 
marco de las competencias exclusivas de 
la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, que permita el desarrollo 
ordenado de la actividad del transporte 
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cincuenta kilómetros de costa exterior e 
interior por lo que la conveniencia de su 
regulación es manifi esta.

Asimismo, no debe olvidarse que 
esta servicio se viene prestando en 
nuestra Región y es conveniente que 
la Administración Regional asuma el 
ejercicio de las competencias exclusivas 
que el artículo 10.Uno.4 del Estatuto de 
Autonomía le reconoce.

El sistema previsto en el Antepro-
yecto de Ley de Transporte Marítimo 
de Pasajeros de la Región de Murcia
merece una valoración positiva por parte 
del Consejo Económico y Social ya que 
en el mismo, sin perjuicio de las obser-
vaciones que se realizan en el presente 
dictamen a aspectos concretos de su 
articulado, se abordan los aspectos fun-
damentales para que la nueva regulación 
permita el desarrollo de la actividad en un 
marco de seguridad jurídica caracterizado 
por la determinación de su ámbito de 
aplicación; la defi nición de los derechos 
y deberes de los usuarios; la regulación 
de la intervención administrativa en la 
materia y el establecimiento del régimen 
sancionador acompañado de las necesa-
rias disposiciones sobre la inspección de 
los servicios regulados.

B) Al articulado

El artículo 4 contiene la enumera-
ción de los derechos de los usuarios. A 
juicio del Consejo Económico y Social 
entre ellos deberían incluirse expresa-
mente, por la importancia que tienen 
para los usuarios, el derecho a las me-
didas de seguridad adecuadas al tipo de 

embarcación e itinerario de la misma así 
como el derecho a que las personas o 
entidades autorizadas suscriban un seguro 
de responsabilidad civil sufi ciente para 
hacer frente a los daños que pudieran de-
rivarse de la prestación del servicio. Esta 
observación se hace sin perjuicio de que 
el Anteproyecto de Ley recoja expresa-
mente estos extremos como obligaciones 
del solicitante entre los requisitos para la 
obtención de la autorización establecidos 
en los apartados e) y f) del artículo 9
y su incumplimiento se confi gure como 
infracción muy grave por los apartados 
c), g) y h) del artículo 25.

El Capítulo II (artículos 6 y ss) 
regula las autorizaciones para la actividad 
de transporte marítimo de pasajeros.

En opinión del CESRM en este capí-
tulo debería contemplarse expresamente 
la posibilidad de que la Administración 
Regional inicie el procedimiento para el 
establecimiento de líneas de transporte 
marítimo de viajeros a través de los cau-
ces establecidos en la legislación de con-
tratos de las administraciones públicas, 
al igual que se prevé con otros sistemas 
de transporte. De esta forma, la partici-
pación de la Administración Regional en 
la actividad de transporte marítimo de 
pasajeros podría coadyuvar al fomento de 
la competencia entre diferentes ofertas, 
con los consiguientes benefi cios para los 
usuarios, así como la creación de líneas 
de transporte marítimo en aquellos itine-
rarios que se considerasen de interés para 
los ciudadanos.

El artículo 9 determina la documen-
tación que debe acompañar a la solicitud 
para el ejercicio de la actividad de trans-
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porte marítimo de pasajeros. A juicio del 
CESRM la técnica de incluir en normas 
con rango de ley las menciones concretas 
a todos los documentos de forma cerrada 
y exhaustiva plantea problemas derivados 
del hecho de que cualquier modifi cación 
o adaptación respecto a esta documen-
tación requerirá la modificación de la 
Ley con la consiguiente complejidad del 
procedimiento para llevarla a cabo. Por 
ello el CESRM considera que en este 
precepto debería hacerse referencia a la 
documentación mínima que en cualquier 
caso debe acompañar a la solicitud, a 
título de ejemplo, la relativa a la sus-
cripción del seguro de responsabilidad 
civil o a la disponibilidad e idoneidad 
de la embarcación con la que se pretende 
prestar el servicio, dejando para el desa-
rrollo reglamentario la concreción y, en 
su caso, modifi cación de los documentos 
restantes.

El artículo 10 enumera los informes 
que serán solicitados preceptivamente 
para la tramitación de la autorización para 
el ejercicio de la actividad de transporte 
marítimo de pasajeros.

En opinión de este Organismo entre 
estos informes deberían incluirse los de 
la Consejería competente en materia de 
turismo por la evidente relación entre el 
transporte marítimo de pasajeros y las di-
ferentes actividades turísticas cuya orde-
nación corresponde a la citada Consejería. 
Asimismo debería incluirse un informe de 
la Consejería con competencias en mate-
ria de pesca y acuicultura para evitar los 
posibles confl ictos entre las actividades 
de transporte marítimo de viajeros y con 
estas actividades, singularmente con las 
instalaciones de acuicultura.

En relación con el informe que debe 
emitir el organismo o concesionario, en 
su caso, que gestione el dominio públi-
co portuario, esta Institución considera 
que dado que el transporte marítimo 
de pasajeros, a tenor de lo dispuesto 
en el artículo 2, puede realizarse entre 
puntos que se hallen en cualquier lugar 
del dominio público marítimo terrestre, 
incluidos los que se encuentren fuera de 
los puertos e instalaciones portuarias, en 
estos casos se debería solicitar informe 
también al organismo que gestione las 
competencias sobre el dominio público 
marítimo terrestre.

El artículo 12.1. regula las modifi -
caciones de las condiciones de prestación 
de los servicios de transporte autorizados 
determinando que serán objeto de una 
nueva resolución que seguirá los trámites 
previstos para su autorización.

A juicio de esta Institución en este 
precepto debería contemplarse la posibi-
lidad de que las modifi caciones puedan 
sean promovidas de ofi cio por la Admi-
nistración y las condiciones en las que 
las misma pueden producirse.

El artículo 12.2. contiene el procedi-
miento para la realización del cambio de 
titularidad que no afecte a las condiciones 
de prestación del servicio estableciendo 
que requerirá informe de la Dirección 
General competente en materia de Trans-
portes y posterior autorización.

En opinión del CESRM, teniendo en 
cuenta que resolución sobre la autoriza-
ción está atribuida a la Dirección General 
competente en materia de transportes 
carece de sentido establecer como trámite 
independiente un informe de la misma 
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Dirección General que ha de resolver. Por 
ello, para evitar problemas de interpre-
tación sobre el alcance de este precepto, 
debería suprimirse la referencia al infor-
me de la Dirección General competente 
en materia de transportes.

El artículo 13 contiene la enumera-
ción de las menciones que debe contener 
la autorización. De forma análoga a lo 
señalado en relación con el artículo 9, 
esta Institución considera que la enume-
ración exhaustiva de las menciones que 
ha de contener la autorización debiera 
ser objeto de remisión al desarrollo re-
glamentario, sin perjuicio de que se haga 
referencia en el precepto al contenido 
mínimo de la autorización, para permitir 
una fácil adaptación de las mismas a las 
posibles necesidades de revisión y evitar 
los problemas derivados de la congela-
ción del rango que su inclusión en el 
texto del Anteproyecto de Ley implica. 
En este sentido, valga como ejemplo el 
hecho de que entre las menciones que 
debe contener la autorización no se in-
cluya, siendo a juicio de este Organismo 
una mención imprescindible, la relativa a 
las rutas, horarios y puertos o lugares de 
destino en el caso de servicios regulares 
de transporte de pasajeros.

El artículo 15 regula las clases y el 
contenido de los asientos del Registro de 
autorizaciones para transporte marítimo 
de pasajeros en la Región de Murcia.

Reiterando el sentido de las observa-
ciones realizadas a los artículos 9 y 14, 
el CESRM considera que el contenido 
de este precepto debería limitarse a se-
ñalar, en su caso, las clases de asientos 
y el contenido mínimo de los mismos, 

remitiendo al desarrollo reglamentario 
su concreción, para evitar los problemas 
señalados en las observaciones realizadas 
anteriormente. También a título de ejem-
plo de los problemas que plantea esta 
técnica empleada por el Anteproyecto de 
Ley, puede citarse el hecho de que en el 
contenido de los asientos de ingreso no se 
incluya la referencia a las condiciones de 
la autorización: plazo de vigencia, rutas, 
número de pasajeros, etc., con lo que la 
información que facilita este Registro, 
que tendrá carácter público, serían cla-
ramente insufi cientes.

Por otra parte, debería, en opinión del 
Consejo Económico y Social, unifi carse 
la terminología que utiliza este precepto 
para referirse a los diferentes asientos, 
ya que en el apartado 1 los clasifi ca en 
asientos de alta, de modifi cación y de 
baja, mientras que en el apartado 2 los 
denomina asientos de ingreso, comple-ingreso, comple-
mentarios y de cancelaciónmentarios y de cancelación.

El artículo 18 dispone que la po-
testad de inspección y vigilancia de los 
servicios de transporte marítimo de pasa-
jeros corresponde a la Dirección General 
competente en materia de transportes y 
será ejercida por el personal que dicha 
Dirección General determine, todo ello 
sin perjuicio de las competencias de otras 
administraciones públicas en materia de 
inspección.

En opinión del Consejo Económico 
y Social este precepto debería señalar de 
modo expreso que el personal que se de-
signe para la realización de las tareas de 
inspección deberá ostentar la condición 
de funcionario público dado que, como 
afi rma el apartado 2 del precepto, los 
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inspectores designados por la Direc-
ción General competente en materia de 
transportes tendrán la consideración de 
agentes de la autoridad. Esta observación 
cobra mayor sentido si se tiene en cuenta 
que en el artículo 19.2 atribuye funciones 
básicas de las tareas inspectoras, como las 
relativas al examen de la documentación 
o el acceso a las embarcaciones destina-
das al transporte, a los funcionariosfuncionarios de la 
Dirección General competente en materia 
de transportes, debidamente acreditados 
y en el ejercicio de sus funciones.

Por otra parte debe tenerse en cuenta 
que las tareas de inspección en materia de 
transporte marítimo de pasajeros pueden 
coincidir, en función de las condiciones 
de la autorización, con cuestiones rela-
cionadas y gestionadas por otras áreas de 
actividad administrativa como pueden ser 
las de consumo, medio ambiente, acuicul-
tura, turismo, etc. Por ello, a juicio del 
CESRM, debería incluirse en esta dispo-
sición una referencia expresa a la efi cacia 
de las actuaciones inspectoras realizadas 
en esos otros sectores en el ámbito de los 
procedimientos en materia de transporte 
marítimo de viajeros. En este sentido, 
esta Institución quiere recordar que el 
Anteproyecto de Ley de Pesca Marítima 
y Acuicultura de la Región de Murcia 
dictaminado por este Organismo contie-
ne en su artículo 96 una disposición que 
aborda de manera adecuada esta cuestión 
al reconocer la condición de autoridad a 
los funcionarios o agentes de otros ór-
ganos y/o administraciones públicas con 
funciones inspectoras en las materias de 
salud, alimentación, consumo, comercio, 
transportes y medio ambiente, cuando en 
el ejercicio de sus funciones observen el 

incumplimiento de las normas de pesca 
marítima, marisqueo y acuicultura, así 
como de la circulación, comercializa-
ción o transformación de sus productos, 
y formalicen la correspondiente acta de 
denuncia, que será traslada a la Conse-
jería competente.

El artículo 19.2 determina que las 
empresas inspeccionadas y los capitanes 
o patrones de barco están obligados a 
facilitar a los funcionarios de la Direc-
ción General competente en materia de 
transportes, debidamente acreditados y 
en ejercicio de sus funciones, el examen 
de toda la documentación que se les re-
quiera, así como permitir el acceso a las 
embarcaciones destinadas al transporteembarcaciones destinadas al transporte, , 
siempre que resulte necesario para veri-
fi car el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en la presente Ley.

Considera esta Institución que la 
obligación de permitir el acceso a las 
embarcaciones destinadas al transporteembarcaciones destinadas al transporte
debería completarse con la de permitir 
el acceso a los locales que la persona o 
entidad titular de la autorización utilice en 
tierra para la prestación de sus servicios.
El artículo 19.3 establece que las actas 
levantadas por los servicios de inspec-
ción tienen la naturaleza de documentos 
públicos y constituyen prueba de los constituyen prueba de los 
hechos que motiven su formalizaciónhechos que motiven su formalización, sin , sin 
perjuicio de las pruebas que en defensa 
de sus respectivos intereses puedan seña-
lar los propios administrados.

A juicio del Consejo Económico y 
Social, para evitar dudas sobre el alcance 
de la validez probatoria que este precepto 
atribuye a las actas levantadas por los 
servicios de inspección, sería conveniente 
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que la expresión constituyen prueba de constituyen prueba de 
los hechos que motiven su formalizaciónlos hechos que motiven su formalización
se sustituyese por la declaración de que 
los hechos contenidos en las actas le-
vantadas por los servicios de inspección 
gozarán de presunción de veracidad. El 
artículo 20.2 dispone que las infraccio-
nes en materia de transporte marítimo de 
viajeros comportan, además de la impo-
sición de las sanciones correspondientes, 
la obligación de resarcimiento por los 
daños y perjuicios causados a los bienes 
de la Administración.

El CESRM considera que la obli-
gación de resarcimiento de los daños y 
perjuicios causados no debe limitarse a 
los bienes de la Administración sino que 
debe abarcar a todos los daños causados, 
incluidos los ocasionados no sólo a los 
bienes sino también a los derechos, cual-
quiera que sea el titular (la Administra-
ción o un particular) de los mismos, como 
por otra parte determina con carácter 
general el artículo 27.5.

El artículo 21 señala como sujetos 
responsables de las infracciones a los 
siguientes:

a) Al titular de la autorización adminis-
trativa, si la infracción se cometió con 
ocasión de los servicios sujetos a la 
misma.

b) A la empresa naviera o al capitán de 
la embarcación cuando se trate de 
realizar actividades o prestar servi-
cios regulados en la presente Ley sin 
haber obtenido la preceptiva autori-
zación.

c) La autoridad pública obligada a la 
ejecución de actos y acuerdos en 

materia de disciplina de transporte 
marítimo de pasajeros, que no adopte 
los actos administrativos que proce-
dan de acuerdo con la presente Ley.

En opinión de este Organismo debe-
ría incluirse entre los sujetos responsables 
a los usuarios de los servicios de trans-
porte marítimo de pasajeros ya que en el 
artículo 5 se establecen obligaciones para 
los mismos cuyo incumplimiento debiera 
ser objeto de sanción. Coherentemente 
con esta observación considera el CES-
RM que entre las conductas típicas que se 
recogen en los artículos 23 y siguientes
deberían incluirse, de acuerdo con la res-
pectiva gravedad de las mismas, las que 
puedan cometer los pasajeros.

Por otra parte, el Consejo Econó-
mico y Social considera problemática la 
inclusión entre los sujetos responsables 
de las infracciones a la autoridad pú-
blica obligada a la ejecución de actos 
y acuerdos en materia de disciplina de 
transporte marítimo de pasajeros, que 
no adopte los actos administrativos que 
procedan de acuerdo con la presente Ley.
En primer lugar porque las conductas a 
las que se refi ere ya tienen establecida 
una respuesta adecuada en el ordena-
miento jurídico que alcanza, en su caso, 
el ámbito penal. En segundo lugar, por-
que entre las infracciones tipifi cadas en 
el Anteproyecto de Ley no se incluyen 
conductas cuya realización no parece 
que pueda ser llevada a cabo por las 
autoridades públicas.

El artículo 22.2 establece, a seme-
janza de lo establecido en el artículo 77 
del Código Penal, que en los supuestos 
en que se instruyera expediente sanciona-
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Administración para el cese de la con-Administración para el cese de la con-
ducta abusiva.

Por su parte, el apartado f) sanciona 
la ocupación sin título alguno de líneas 
regulares o discrecionales siempre que siempre que 
se hubiera desatendido el requerimiento se hubiera desatendido el requerimiento 
expreso de la Administración para el ces expreso de la Administración para el ces 
de la conducta abusiva.

Dado que existe una coincidencia, al 
menos parcial, entre las infracciones muy 
graves tipifi cadas en ambos apartados, 
el CESRM considera que se deberían 
refundir en un único epígrafe para evitar 
la inseguridad en la de interpretación de 
las conductas sancionadas.

El artículo 27.2 dispone, que la co-
misión de las infracciones del artículo 25
(muy graves) llevará aparejada, además 
de la multa que corresponda, la suspen-
sión de la actividad o la revocación de 
la autorización.

En opinión de esta Institución sería 
conveniente, para garantizar la seguridad 
jurídica imprescindible en el ámbito 
sancionador, que en este supuesto se es-
tableciese un plazo máximo de duración 
de la suspensión.

El artículo 27.3 determina, entre los 
criterios para la graduación de la gravedad 
de las sanciones, que se considerará cir-
cunstancia atenuante el haber procedido 
a subsanar la infracción a requerimiento 
de la Administración, salvo que se trate 
de una infracción de las tipifi cadas en el 
artículo 25 (muy graves).

A juicio del CESRM en relación con 
la “subsanación de la infracción” a que 
hacer referencia este precepto debería ha-
cerse constar expresamente que la misma 

dor por dos o más infracciones entre las 
que exista conexión de causa a efectoque exista conexión de causa a efecto o 
cuando un mismo hecho implique dos o 
más infracciones, se impondrá una sola 
sanción, y será la correspondiente a la 
de mayor gravedad.

A juicio de esta Institución, para evi-
tar dudas sobre el alcance de la expresión 
infracciones entre las que exista conexión entre las que exista conexión 
de causa a efectode causa a efecto, , sería conveniente que 
se utilizase en este precepto la misma 
expresión que utiliza el citado artículo 
77.1 del Código Penal que se refi ere a los 
supuestos de que un mismo hecho cons-
tituya dos o más infracciones, o cuando 
una de ellas sea medio necesario para una de ellas sea medio necesario para 
cometer la otra.

Asimismo considera este Organismo 
que en estos supuestos, para evitar bene-
fi cios injustifi cados para los infractores 
y garantizar la proporcionalidad de las 
sanciones a imponer, la referencia a la 
sanción a imponer debería ser análoga a 
la prevista en el artículo 77.2 del Código 
Penal que dispone que en estos casos se 
aplicará en su mitad superioraplicará en su mitad superior la pena aplicará en su mitad superior la pena aplicará en su mitad superior
(sanción en el caso del Anteproyecto 
de Ley) para la infracción más grave, 
sin que pueda exceder de la que repre-
sente la suma de las que correspondería 
aplicar si se penaran separadamente las 
infracciones.

El artículo 25, que regula las infrac-
ciones muy graves, tipifi ca en el apar-
tado b) la ocupación sin título alguno 
de líneas regulares o discrecionales de 
transporte marítimo de pasajeros que 
interfi eran la normal actividad de este 
transporte o que se realicen desaten-que se realicen desaten-
diendo el requerimiento expreso de la diendo el requerimiento expreso de la 
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debe haberse producido antes de que re-
caiga resolución en el expediente sancio-
nador. Por ello considera este Organismo 
que el carácter atenuante de esta conducta 
debe de hacerse extensivo también a las 
infracciones muy graves, ya que las ra-

zones para otorgar efi cacia atenuante a 
esta conducta (conseguir lo antes posible 
y de forma voluntaria el cumplimiento de 
la legalidad) no decaen en función de la 
gravedad de la infracción.

IV. CONCLUSIONES

sistema normativo, en el marco de las 
competencias exclusivas de la Comuni-
dad Autónoma de la Región de Murcia, 
que permita el desarrollo ordenado de 
la actividad del transporte marítimo de 
viajeros en el ámbito geográfi co regional 
y contemple los diferentes intereses que 
se ven afectados por dicha actividad.

El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia valora positiva-
mente, con las observaciones contenidas 
en el cuerpo del presente Dictamen, el 
Anteproyecto de Ley de Transporte 
Marítimo de Pasajeros de la Región 
de Murcia porque el mismo supone el 
primer paso para la confi guración de un 

Murcia, a 21 de septiembre de 2006

Vº Bº
El Presidente del Consejo
Económico y Social
Antonio Reverte Navarro

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social
Isidro Ródenas Ruiz
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